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10 Las puertas
Primera versión: 6 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el
capítulo: 13 · Citas leídas en su fuente: 56

En pocas palabras:

Los textos que mandan pagar y obedecer ponen en el mismo sitio su condición: que la
autoridad sirva. La obra está de acuerdo con pagar a un Estado que sirva al pueblo, y su
camino es pedir, no dejar de pagar.

No se reclama un Estado nuevo: se invita al que hay a metamorfosearse. Las propuestas
del autor van separadas de lo que ya existe.

Corregir sin vengarse: separar lo que sirve de lo que daña, caso por caso y con pruebas, sin
arrancar el trigo con la cizaña; y quien corrige, como el médico, necesita consentimiento,
buscar el bien del corregido, la medida justa y un rumbo.

La herramienta del ciudadano cabe en una pregunta: «¿Me puede explicar qué es lo que le
legitima para solicitarme esto?». Se hace por escrito, y lo que se responde, o el silencio,
queda registrado.

La ley ya obliga a compensar el daño injusto, y cada vez más arriba: el particular, la
Administración, la justicia, el Tribunal Constitucional y hasta el legislador.

Cuando el límite entre lo que es del Estado y lo que es de la persona ya no se ve, se pide un
deslinde: volver a marcarlo, con las dos partes presentes. No es una acusación.

Todo converge en el Registro de los frutos y en el juicio popular de la verdad: dejar
constancia, a la vista de todos.

La última puerta no da al Estado, sino a uno mismo: la brújula, tres preguntas cuya
respuesta no es dato de la obra.

10.0 Propósito

Los capítulos 7, 8 y 9 midieron y dictaminaron. Este abre las puertas: lo que la obra propone,
y las herramientas que la propia ley ya da a cualquiera. Son tres verbos: compensar, pedir
con constancia escrita y deslindar. Todas las puertas están dentro de la ley (0.2).

Cómo se lee. Cada apartado separa lo que ya existe, con su fuente, de lo que el autor
propone, marcado como propuesta. Donde una propuesta tiene una objeción seria, la
objeción va al lado, con su respuesta: son parte de usar bien cada herramienta, no el Estado
defendiéndose (eso va al juicio, capítulo 11).
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Lo que este capítulo no hace. No aconseja dejar de pagar ni desobedecer: las obligaciones

vigentes siguen vigentes◦. Los modelos de escrito son orientativos, no asesoramiento
para un caso concreto: los plazos son estrictos y, cuando hay mucho en juego, conviene
un profesional.

Este capítulo dice:

10.1 lo que se propone: un Estado que sirva al pueblo;

10.2 la metamorfosis del Estado y las propuestas del autor;

10.3 la depuración sin venganza;

10.4 la constancia escrita y la pregunta;

10.5 el botiquín de escritos;

10.6 el derecho a compensación;

10.7 el deslinde;

10.8 el Registro de los frutos;

10.9 y la brújula: la puerta de dentro.

10.1 Lo que se propone: un Estado que sirva al pueblo

La idea: los mismos textos que mandan pagar y obedecer ponen la condición
en el mismo lugar: la autoridad es para el bien de quien obedece. La obra
está de acuerdo con pagar a un Estado que sirva, y su camino es pedir, no
dejar de pagar.

Los textos que mandan pagar y obedecer
Pablo: «Toda alma se someta á las potestades superiores […] por esto pagáis también los

tributos»◦. Y en el mismo capítulo, la razón: la autoridad «es ministro de Dios para tu

bien»◦. Quién escribió esa obediencia, y desde dónde, ya se vio en 3.4.

Jesús: «Pagad pues á César lo que es de César, y á Dios lo que es de Dios» (Mt 22:21; 5.2).
La persona no es del César.

El Corán: «obedeced […] a aquellos de vosotros que tengan autoridad»◦, justo después de
ordenar que se restituyan los depósitos y se juzgue con justicia (4:58; 3.2).

Y por encima de todo: «Es menester obedecer á Dios antes que á los hombres» (Hch
5:29; 1.2).
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Conclusión, lo que arrojan los datos: los textos que mandan pagar y obedecer no lo
mandan sin condición: la autoridad lo es para el bien de quien obedece, y por encima de ella
está Dios.

Lectura del autor

Lectura del autor: el autor está de acuerdo con pagar tributos a un Estado que sirva al
pueblo, como aquel en que esta obra invita a metamorfosearse al actual. El pueblo está
dispuesto a seguir a un Estado que le sirva. Lo que se presenta como Estado pero no sirve
al pueblo, sino que se sirve de él, apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44; 4.4).

¿Es cómplice quien paga?
Lectura del autor

Lectura del autor: quien paga obligado no decide el gasto: responde quien lo decide y

lo impone. Quien no sabía, no es cómplice: no responde igual «el que no entendió»◦ (2.5).
Pero quien ya sabe tiene una tarea: «El pecado, pues, está en aquel que sabe hacer lo

bueno, y no lo hace»◦. Esa tarea no es dejar de pagar, porque la obligación vigente sigue
vigente (Constitución, art. 9.1), sino dejar de consentir en silencio: pedir la motivación,
saber a dónde va el dinero y dejar constancia por escrito (10.4).

El camino

Son tres puertas: compensar (10.6), pedir con constancia escrita (10.4 y 10.5) y
deslindar (10.7). Y todas llevan al mismo sitio: al Registro de los frutos y al juicio popular de
la verdad (10.8).

La herramienta del ciudadano cabe en una pregunta: «¿Me puede explicar qué es lo que
le legitima para solicitarme esto?». Es el principio de legalidad dicho en llano: la

Administración actúa «con sometimiento pleno a la ley y al Derecho»◦, y no puede ejecutar

ninguna actuación material sin la resolución previa que le sirva de fundamento jurídico◦. Se
desarrolla en 10.4.

10.2 La metamorfosis del Estado

La idea: no se reclama un Estado nuevo, sino que el que hay se alinee con la
ley que está por encima de la suya y sirva al bien común, porque solo así
recupera su legitimidad. Las propuestas del autor van marcadas como tales,
separadas de lo que ya existe.
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La metamorfosis. No se reclama un Estado nuevo, sino la verdad en que se sostiene el
derecho de nacimiento (2.2). Esta obra es una invitación a que el Estado actual se
metamorfosee: que se alinee con la ley de Dios, la ley natural y la costumbre, y sirva al bien
común, porque solo así recupera su legitimidad. Cuando las propuestas de este apartado
hablan del Estado «nuevo», hablan de ese mismo Estado, ya metamorfoseado.

Lectura del autor, el árbol que hay que podar

Lectura del autor, el árbol que hay que podar (palabras del autor, 6 y 9-oct-2026;
la imagen es suya, no un dato): el Estado ya tiene construida gran parte de la maquinaria
que se necesita: su fuerza, su Hacienda y una administración de funcionarios de carrera
que acceden a su puesto por mérito y no por designación política, para ejecutar las leyes
con neutralidad y eficiencia; esto último es lo que la Constitución ya pide (anexo A, art.
103). Solo hay que podar las ramas secas y las raíces podridas que envenenan el árbol. Es
un árbol muy bonito, pero nadie se ha preocupado de cuidarlo, porque lo quisieron
desviar de su naturaleza: en vez de regarlo con agua, lo regaban con los desperdicios de la
cocina, aceites incluidos, y contaminaron su esencia. Podar no es talar: es lo que esta obra
llama disolver, auditar a fondo para separar lo que sirve de lo que daña (anexo H), y lo
que propone más abajo para las funciones del Estado, auditarlas una por una para
conservar lo que sirve y suprimir lo que no.

Lo que ya dice la ley. La Administración Pública «actúa de acuerdo con los principios de

eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación»◦; el Gobierno «dirige

la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado»◦, y la

policía está «bajo la dependencia del Gobierno»◦. Pero la misma ley ya pide lo que el autor
pide para cada empleado: que las administraciones «establecerán sistemas que permitan la

evaluación del desempeño de sus empleados»◦, que en la Administración del Estado aún no se
ha implantado para pagar el complemento (5.1), y que se separe del servicio, por falta
muy grave, a quien incurra en «no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o

funciones que tienen encomendadas»◦, aunque el funcionario de carrera tiene derecho a la
inamovilidad (8.6).

Lectura del autor, un Estado, pero no un Gobierno

Lectura del autor, un Estado, pero no un Gobierno (palabras del autor, 6 y 9-oct-
2026): «necesitamos un Estado, pero no necesitamos un Gobierno, porque para eso ya
estamos los seres conscientes». Lo que hace falta, dice, es que los administradores de la
finca hagan su trabajo, y el gobierno es personal e intransferible: cada uno se gobierna a sí
mismo (2.5). Con eso, cada funcionario sabe lo que tiene que hacer dentro del nuevo
marco. Ya hay un jefe de policía y ya hay un jefe de departamento: cada cuerpo y cada
departamento tiene el suyo, y en el nuevo marco lo eligen los propios compañeros por
mérito, igual que los funcionarios se quedan por mérito. Pero no se sigue subiendo hasta
el infinito: los departamentos forman una asamblea, con un coordinador, que es quien
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habla con los ayuntamientos y con los demás cuerpos y órganos del Estado. No es tan
difícil: si se trabaja de buena fe, de persona a persona la gente se entiende rápido, porque
está al servicio del pueblo. ¿Qué más necesitamos? ¿Un gobierno? Lo que hace falta son
auditorías para que cada uno cumpla su función: por mérito propio y por sus frutos, quien
vale se debe quedar, y quien no cumple esto no puede estar en esa función, porque no la
cumple. Todos los asuntos se ven con vista de águila, es decir, de conjunto, antes de bajar
al caso (J.5). No es una propuesta de esta obra: la ley de hoy va por otro camino, como se
acaba de ver, y la obra no pide prescindir de ninguna institución ni desobedecer; mientras
el Estado no cambie, las obligaciones vigentes siguen vigentes (0.2; Constitución, art. 9.1).
Y quien corrige no lo hace por venganza: la responsabilidad se establece por acto y con
fuente, nunca por pertenecer a un colectivo (10.3).

Ya hay quien lo ha escrito. Un Estado de hoy puede adoptar como propia la ética que
guardaron las tradiciones: la Constitución de Bolivia de 2009 asume como principios «ama

qhilla, ama llulla, ama suwa (no seas flojo, no seas mentiroso ni seas ladrón)»◦. Se cita el
texto, no se valora la práctica de ningún gobierno.

Lo que sigue son las propuestas del autor. Cada una separa lo que ya existe, con su fuente, de
lo que se propone.

1. La prensa, libre y auditada

Hechos. La Constitución reconoce el derecho «a comunicar o recibir libremente información

veraz por cualquier medio de difusión»◦, y prohíbe «ningún tipo de censura previa»◦. El
Tribunal Europeo de Derechos Humanos llama a la prensa el «perro guardián» público: si el
público no tuviera derecho a recibir esas informaciones, la prensa no podría cumplir ese papel

vital◦. Desde el 8 de agosto de 2025, el Reglamento europeo de libertad de los medios obliga a

cada medio a hacer públicos sus dueños y el dinero público que recibe en publicidad estatal◦, y

a cada administración a publicar cada año lo que gasta en publicidad en cada medio◦.

Conclusión, lo que arrojan los datos: la ley ya obliga a que se sepa quién es dueño de
cada medio y cuánto dinero público recibe. Cualquiera puede comprobarlo.

Lectura del autor

Lectura del autor: los periodistas son quienes se han preparado para la investigación a
fondo: saben dónde mirar. Por eso son la primera voz de alarma, y les corresponde
investigar si el Gobierno hace lo correcto. Lo primero que hay que liberar es la prensa,
completamente. Pero también ella debe ser auditada con la misma vara: su credibilidad
depende de sus frutos. Quien cobra o ha cobrado de un grupo político debe declararlo,
porque el lector tiene derecho a saberlo. Y como estamos en una transición, la
responsabilidad no es solo de la prensa: es de toda la ciudadanía.
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2. El control ciudadano, con los jubilados

Hechos. La ley ya obliga a publicar, «de forma periódica y actualizada», la información que

permite controlar la actuación pública◦, incluidos «todos los contratos», con su importe y su
adjudicatario◦. Y la pensión ya es compatible con seguir trabajando◦.

Conclusión, lo que arrojan los datos: la información existe y es pública, pero llega tarde
y casi nadie la mira de forma organizada.

Lectura del autor (propuesta)

Lectura del autor (propuesta): en el Estado metamorfoseado, todo lo que hagan
quienes lo administran estará en internet en tiempo real. Los jubilados que quieran
podrán seguirlo, con un pequeño pero digno incremento en su pensión: tienen la
experiencia de toda una vida de trabajo, tienen tiempo y no dependen de ninguna carrera
que cuidar. Se organizarán en grupos que, cuando detecten una irregularidad, y después
de analizarla, llamarán al funcionario para que la aclare. Con las mismas garantías que
pide esta obra: la buena fe se presume, la aclaración se pide por escrito y se responde
por escrito.

La objeción: «El control por jubilados duplicaría lo que ya existe». Ya existen el
Tribunal de Cuentas, la Intervención General, el Consejo de Transparencia y el Defensor
del Pueblo: un control paralelo costaría dinero y podría convertirse en presión sobre
los funcionarios.

La respuesta de la obra:

1. La propuesta conserva las garantías: buena fe presumida, aclaración por escrito y
respuesta por escrito.

2. Los controles que existen tienen límites ya documentados: el Consejo de Transparencia

recibió 2.767 reclamaciones en 2025◦.

3. La información ya es pública por ley, pero casi nadie la mira de forma organizada: la
propuesta no crea un poder nuevo, organiza una mirada.

3. Cómo se sostiene, y las pensiones

Hechos. Hoy, de cada 100 euros que paga la empresa por un asalariado medio, al menos 41
se van en cotizaciones e IRPF, y hasta 53,6 con las demás capas (8.4). España no puede

devaluar su moneda: la política monetaria del euro es competencia exclusiva de la Unión◦. Y
desde hace siglos se advierte que devaluar es un tributo disfrazado (8.2).
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Lectura del autor (propuesta)

Lectura del autor (propuesta): el Estado metamorfoseado se sostendrá con el
equivalente al diezmo, el 10 %: una cuarta parte, o menos, de lo que hoy se paga. Y ese 10
% es solo el punto de partida: bajará según se vaya recuperando lo obtenido ilícitamente,
hasta quedarse en lo que el Estado necesite para funcionar de un modo eficiente y
mínimo, sin sacrificar nada de lo que sea útil. Se seguirá cotizando para la propia
jubilación, y las pensiones se ajustarán al tiempo real trabajado, con la misma regla para
todos, sin complementos ni ventajas por ningún cargo. Para quienes ya están jubilados,
durante la transición se destinará lo recuperado de quienes se enriquecieron a costa del
bien común, caso por caso, con prueba y dejándoles lo mínimo vital (9.1, «La deuda
contraída contra el ciudadano»). Si aun así faltara, se pedirá una contribución
provisional, declarada, con su importe y su plazo a la vista de todos; nunca una
devaluación, que es el tributo disfrazado que esta obra denuncia. Las funciones del Estado
se auditarán una por una, para conservar lo que sirve y suprimir lo que no.

La objeción: «El diezmo no alcanza». El gasto de todas las administraciones fue de

764.884 millones de euros en 2025◦, y solo las pensiones del régimen general y de Clases
Pasivas suman unos 228.000 millones al año, alrededor del 30 % de ese gasto (cálculo de la
obra: la nómina mensual de las dos, por catorce pagas).

La respuesta de la obra:

1. La objeción es seria, y la obra la acepta con sus propias cifras.

2. La propuesta no es recaudar hoy un 10 % con el gasto de hoy: es el punto de llegada,
después de auditar las funciones una por una, de que cada cual cotice para su propia
jubilación y de pagar la transición con lo recuperado y, si falta, con una contribución
provisional declarada.

3. Pero el cálculo de esa transición, año por año, todavía no está hecho, y la obra lo deja dicho
como tarea pendiente antes de presentarla como plan cerrado.

La objeción: «Recuperar lo obtenido ilícitamente exige condena». Nadie puede ser
privado de sus bienes sin un proceso: rige la presunción de inocencia (Constitución, art. 24.2),
y nadie puede ser privado de su propiedad sino por causa justificada y con indemnización
(art. 33.3). Embargar fuera de un proceso sería confiscar.

La respuesta de la obra:

1. La obra está de acuerdo: la recuperación es caso por caso, con prueba, dejando el mínimo
vital y por las vías que la ley ofrece (9.1).

2. La responsabilidad se establece por acto y con fuente, nunca por pertenecer a un
colectivo (10.3).
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3. El juicio popular no embarga nada: no tiene fuerza legal, y lo declara desde el
principio (10.8).

4. Jurados por generaciones

Hechos. Hoy el jurado se forma por sorteo del censo electoral◦, sin ningún reparto por
edades, y su peso es pequeño: en 2025 dictó 465 sentencias, frente a 599.492 sentencias

penales, menos del 0,1 %◦. Irlanda formó en 2016 una Asamblea Ciudadana con una muestra
representativa de 99 personas del público, elegidas al azar, «ampliamente representativas de

la sociedad tal como la refleja el censo»◦.

Lectura del autor (propuesta)

Lectura del autor (propuesta): se constituirán jurados populares por sorteo,
distribuidos según el peso de cada generación en la población, para que todas tengan voz:
los jóvenes, que heredan las consecuencias; los adultos, que las sostienen; y los mayores,
que traen la memoria de lo vivido.

La objeción: «El jurado por sorteo ya es imparcial». El jurado actual se forma por
sorteo del censo, que es la garantía de imparcialidad: repartirlo por edades no añade nada.

La respuesta de la obra:

1. Un sorteo repartido por generaciones sigue siendo un sorteo: es lo que hizo Irlanda.

2. Hoy el jurado decide menos del 0,1 % de las sentencias penales.

3. La propuesta busca que los jóvenes, que heredan las consecuencias, la deuda incluida,
tengan siempre voz.

4. Y la imparcialidad no se presume por el sorteo: se mide después, en cada voto razonado y
público (11.1).

10.3 La depuración sin venganza

La idea: corregir no es vengarse. Se audita para separar lo que sirve de lo que
daña, sin desmantelar sistemas enteros ni cortar cabezas; la responsabilidad
se establece por acto y con fuente, nunca por pertenecer a un colectivo; y
quien corrige, como el médico, necesita cuatro cosas: consentimiento, buscar
el bien del corregido, la medida justa y un rumbo.

El principio. «No arranquéis también con ella el trigo. Dejad crecer juntamente lo uno y lo

otro hasta la siega»◦. Y: «No paguéis á nadie mal por mal […] No os venguéis vosotros mismos
[…] No seas vencido de lo malo; mas vence con el bien el mal»◦. Es discernir, separar el grano
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de la paja (1.3), aplicado a las responsabilidades.

La regla. La responsabilidad de las personas se establece por acto y con fuente, nunca por
pertenecer a un colectivo: un informe interno es fuente, no sentencia.

Por qué importa. Los capítulos 5 a 9 diagnosticaron el problema: el poder que deja de
admitir su error, la palabra que necesita cada vez más parches para sostenerse. Esta es la
respuesta: cómo auditar sin desmantelar y corregir sin vengarse, sin repetir el mismo error de
poder concentrado y sin control que ya se documentó (6.5 y 9.2).

Quién puede corregir, y con qué medida. La imagen es del autor: para curar, un médico
atraviesa los límites del cuerpo de otro, con una inyección, una operación o un medicamento.
¿Qué lo legitima? Lo que las tradiciones piden a quien corrige cabe en cuatro condiciones, y
son las mismas que la vara pide a toda norma (0.5).

1. Que quien se corrige consienta. La corrección se muestra; no se fuerza. Es lo que la
obra ya sostiene: casi todas las tradiciones ponen al ser humano a elegir (capítulo 4), y la Gita
cierra su enseñanza con «Medita; y, como quieras, obra» (1.9). Por eso las puertas de este
capítulo piden y no imponen, y la obra no invita a desobedecer (0.2).

2. Que busque el bien del corregido, y no el suyo. Platón lo dice del médico y lo
extiende a todo el que manda: «ningún médico, en cuanto médico, considera su propio bien

en lo que prescribe, sino el de su paciente»◦; y lo mismo el piloto y el gobernante: «nadie, en
ningún gobierno, en cuanto gobierna, considera ni prescribe lo que le conviene a él, sino

siempre lo que conviene a su gobernado»◦. Es el primer principio del Arca, que el gobernante
existe para el pueblo (3.2), aplicado a quien corrige; y es la regla de que nadie es juez en su
propia causa (1.7). Ezequiel lo dice por el reverso: los pastores que se apacientan a sí mismos
no sanan a la enferma (Ez 34:2-4; anexo J).

3. En la medida justa: no arrancar lo sano, no tirar de los brotes, dar tiempo. Tres familias
que no se citan entre sí lo dicen con la misma imagen del campo:

China. Mencio cuenta el hombre de Song, apenado porque sus brotes no crecían, que tiró

de ellos para ayudarlos: «su hijo corrió a verlos, y los brotes estaban secos»◦. Y concluye:

«quien lo ayuda a crecer, arranca los brotes»◦. El Daodejing lo dice del Estado: «Gobernar
un gran Estado es como cocinar pececillos»◦: cuantas más vueltas se les da, más
se deshacen.

La India. La Gita pide al que sabe que obre «sin sembrar en esos corazones sencillos y

afanosos semilla de desesperanza»◦, y que a los que no saben «no los hagas tropezar, tú

que tienes la luz»◦.

El Evangelio. Además del trigo y la cizaña que abre este apartado, la higuera sin fruto: el
dueño manda cortarla, y el viñador responde: «Señor, déjala aún este año, hasta que la

excave, y estercole. Y si hiciere fruto, [bien]; y si no, la cortarás después»◦. El orden de la
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corrección es ese: primero cuidar; solo después, si no hay fruto, cortar.

4. Un rumbo. Hacia dónde se corrige: no hacia el interés de quien corrige, sino hacia el
centro que la obra ya tiene: los nueve principios del Arca (3.2), el hilo de servir (3.6) y el
centro de cada dial, la medida justa entre dos vicios (anexo J).

Conclusión, lo que arrojan los datos: los textos leídos coinciden en las cuatro
condiciones, y en la medida justa coinciden tres familias que no se citan entre sí (China, la
India y el Evangelio) con la misma imagen del campo. Cuando falta una de las cuatro, los
mismos textos lo llaman daño: el hombre de Song secó sus brotes; los pastores que se
apacientan a sí mismos no sanan a nadie.

Lectura del autor

Lectura del autor: esta obra es un médico sin autoridad para cortar. No tiene el
consentimiento del Estado para cruzar su límite, y no lo pide: diagnostica en público, con
sus pruebas (el juicio popular, capítulo 11), y ofrece el tratamiento dentro de la ley:
compensar, pedir con constancia escrita y deslindar (10.6, 10.4 y 10.7). Hace lo que
Ezequiel con los pastores: acusa, y no ejecuta; quien aparta a las gruesas y a las fuertes es
Dios, no el profeta (Ez 34:16; anexo J). Y sigue el orden de la corrección entre hermanos:

«si tu hermano pecare contra ti, ve, y redargúyele entre ti y él solo»◦; «mas si no [te]

oyere, toma aún contigo uno ó dos»◦; «y si no oyere á ellos, dilo á la iglesia»◦. Primero a
solas y por escrito, a quien tiene el poder (la pregunta de 10.4); después con otros
(defenderse juntos, 10.4); y solo al final, ante todos (el Registro de los frutos, 10.8, y el
juicio, capítulo 11). La escalera acaba en apartarse de quien no oye, no en forzarlo.

Lectura del autor (propuesta)

Lectura del autor (propuesta): quienes conocen el sistema por dentro, con años de
experiencia, propondrán las correcciones, con una segunda llave de verificación externa:
una auditoría exterior con especialistas; una consulta abierta a la población, también por
canales no digitales; y un consejo de personas de confianza demostrada, no elegidas al
azar, con avales documentados y públicos, experiencia comprobable en lugar de una edad
fija, y la posibilidad de retirar un aval dejando constancia del motivo. Quien no tenga
actos documentados puede aportar testimonios firmados, de las personas o comunidades
a las que haya ayudado, con niveles de prueba distintos según sean un documento oficial,
varios testimonios contrastados o uno solo.

La objeción de los avales. Que un filtro por avales excluye, y su respuesta, ya se vio en 2.4.
Por eso la propuesta no usa avales para juzgar a nadie: el jurado del juicio popular se elige por
sorteo (10.2, punto 4); el aval es solo para el consejo que propone correcciones.
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10.4 La constancia escrita y la pregunta

La idea: el ciudadano no tiene que arreglar la casa del Estado, sino dejar
constancia. Pide por escrito la norma y la resolución que amparan lo que se
le exige, y lo que le respondan, o el silencio, queda registrado. Desde ese
momento, quien tramita ya sabe.

La constancia escrita

Dejar constancia es dejar por escrito lo que se pide y lo que se responde, o el silencio. Quien
deja constancia ya no puede ser ignorado sin que quede registrado (0.2). La estrategia es la
misma en todo: nunca el enfrentamiento directo. Se responde por escrito, en plazo y con la ley
en la mano.

Lo que dice la ley sobre quien yerra y quien sostiene lo injusto

Hechos.

El ordenamiento tiene un orden: «Carecerán de validez las disposiciones que contradigan

otra de rango superior»◦; las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución o

las leyes son «nulas de pleno derecho»◦, y los jueces no las aplican◦.

Por el daño de un servicio público, el particular reclama a la Administración, no al

funcionario◦; la Administración que indemniza debe exigir después la responsabilidad de
quien actuó con dolo, o culpa o negligencia graves◦; y si hubo delito, la responsabilidad

penal del empleado y la civil que nace de él se exigen por la ley penal◦.

La autoridad o funcionario que, «a sabiendas de su injusticia», dicta una resolución

arbitraria comete prevaricación◦, y quien es responsable penalmente lo es

también civilmente◦.

La ley no ampara la obediencia a lo manifiestamente ilegal◦, y obedecer órdenes no
exime de responsabilidad cuando era posible la elección moral (1.4, el principio IV
de Núremberg).

Y el interesado tiene derecho a identificar a las autoridades y al personal bajo cuya

responsabilidad se tramita su procedimiento◦.

Conclusión, lo que arrojan los datos: la ley distingue a quien yerra de quien sostiene lo
injusto a sabiendas. Un escrito que pide la norma y la resolución, expone por qué la actuación
no se sostiene y pide identificar a quien la tramita, deja constancia de lo que se advirtió,
cuándo y a quién. El escrito no anula la norma: una ley vigente solo la deja sin efecto un
tribunal. Y si hubo o no conocimiento, lo decide un juez, no el escrito.
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Lectura del autor

Lectura del autor: por encima está la ley de Dios; después, la ley natural; después, la
costumbre; y por último, la ley humana (1.1). Es el mismo principio que el Código Civil
aplica a las leyes humanas, llevado a la ley suprema: la norma que contradice a la de
rango superior no vale. A esa jerarquía se suma lo que esta obra ha documentado: el
contrato social es un pacto que nadie firmó (6.1), y en lo que la Constitución dispone
sobre el bien común, el incumplimiento es del 62,1 %, frente al 27,2 % en lo que regula el
organigrama político (7.4). La forma sigue en pie, pero ha perdido la sustancia que la
sostenía (9.2).

Lectura del autor

Lectura del autor: poner orden en su casa es tarea de quien la administra; al ciudadano
no le corresponde arreglarla, sino dejar constancia. Ante una extracción económica o el
intento de imponerle algo, pide la motivación que lo justifica y expone sus motivos. A
partir de ese momento, quien lo tramita ya participa del conocimiento, y es él quien
decide si sigue adelante. El Estado es un ente sin cuerpo, sin voz y sin acción propias
(2.1): cuando se aparta, queda la persona, y sobre ella recae la responsabilidad de
imponer la norma. «Es menester obedecer á Dios antes que á los hombres» (Hch 5:29).
Así se desmonta, sin violencia, una estructura que tiene que aprender a servir al ser
humano, no a empobrecerlo. Dentro del escrito, en cambio, solo lenguaje jurídico: la
identificación, la norma y la resolución. Este razonamiento es para quien lo redacta, no
para la ventanilla.

La pregunta, y el escrito de petición

Todo se resume en una pregunta: «¿Me puede explicar qué es lo que le legitima para
solicitarme esto?». El escrito de petición la hace en lenguaje jurídico. Su modelo completo
está en el anexo D; aquí, lo que lo sostiene.

Lo que el escrito no hace. No declara una «aceptación condicionada» ni pretende que el

silencio equivalga a aceptación: el silencio tiene su régimen legal tasado◦. No exige la
exhibición de un supuesto contrato de adhesión: la sujeción al ordenamiento no deriva de
contrato. No niega la jurisdicción, ni usa fórmulas de reserva de derechos ni firma con huella
dactilar en tinta roja: todo eso lo identifica como literatura pseudojurídica (2.6). Y no
amenaza al funcionario que actúa dentro de su cargo. La regla de oro: todo lo que afirma se
puede comprobar, y todo lo que pide se puede conceder.

En qué derechos se apoya.

El derecho de petición: toda persona puede dirigir peticiones a los poderes públicos, y la

Administración está obligada a acusar recibo y a contestar◦.
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El deber de motivación: los actos que limiten derechos, resuelvan procedimientos o se
aparten del criterio anterior deben motivarse, con sucinta referencia de hechos y

fundamentos de derecho◦. Una motivación de plantilla no cumple ese deber.

El acceso a la información pública, con sus plazos y su reclamación ante el Consejo

de Transparencia◦.

La buena administración, como estándar europeo de referencia: tratamiento imparcial y

equitativo, en un plazo razonable, con obligación de motivar◦. Precisión honesta: vincula a
las instituciones de la Unión, no directamente a un ayuntamiento.

Qué pide. Peticiones concretas, numeradas y todas posibles de conceder:

1. Que se indique la norma concreta, con rango, número y artículo, que ampara la actuación.

2. Que se acredite la resolución previa que le sirve de fundamento◦.

3. Que se motive por qué se descartaron medidas menos gravosas: el juicio de necesidad que

el Tribunal Constitucional aplica a la Administración, a los jueces y al legislador◦ (10.7).

4. Que se certifique la fecha, el modo y el domicilio de la notificación.

5. Que se entregue copia íntegra del expediente◦.

6. Que se identifique a quien tramita el procedimiento◦ y que, si se continúa, se haga constar
por escrito con la norma y la resolución que lo amparan.

Cada petición debe poder contestarse con un documento o con una cita normativa; si
no, se elimina. Y los hechos, cada uno con su fuente: si un dato no se puede acreditar,
se retira. Es mejor un escrito de diez líneas sólidas que uno de cinco páginas con una
afirmación indefendible.

El domicilio. Designarlo de forma expresa tiene efecto real: la Administración debe

notificar en el domicilio que el interesado ha designado◦.

La buena fe, por escrito. El escrito termina declarando que se formula de buena fe, y lo
dice con estas palabras del modelo: «Reconozco que la condición humana es propensa a errar
el blanco —hamartia—, y que también yo puedo estar equivocado en mi apreciación». Quien
firma rectificará si se le indica de forma motivada. No da inmunidad frente a ninguna ley. Se
pone porque la buena fe se presume y solo se pierde ante prueba de dolo (2.5): dejar
constancia de la voluntad de rectificar es lo contrario del dolo.

La firma. El nombre legal completo y la firma habitual. Sin anotaciones, sin siglas, sin
huella, sin tinta de color: cualquier añadido de ese tipo convierte un escrito impecable en
uno descalificable.
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Qué hacer si no contestan

El silencio no da la razón a nadie, pero tampoco es una salida libre para quien está obligado
a contestar:

Acuse de recibo en los diez días siguientes◦, y contestación motivada en tres meses

como máximo◦.

Tutela judicial: el derecho de petición se defiende por el procedimiento preferente y
sumario de los derechos fundamentales, contra la inadmisión, la falta de contestación o

una contestación insuficiente◦.

Información pública: un mes, ampliable otro; sin respuesta, se entiende desestimada, y

cabe reclamar ante el Consejo de Transparencia en un mes◦.

En cualquier procedimiento, la Administración debe resolver de forma expresa◦, en

tres meses si su norma no fija otro plazo◦. El silencio en una petición del art. 29 es

desestimatorio◦: no da la razón, pero deja abierta la vía de recurso.

El Defensor del Pueblo, gratuito y sin abogado ni procurador◦.

Si la Administración no cumple una prestación concreta a la que está obligada,
cabe recurso contra su inactividad pasados tres meses; si no ejecuta un acto firme, pasado
un mes; y frente a una vía de hecho, una actuación sin resolución que la ampare, se le

requiere que cese y, si no lo hace en diez días, cabe recurso directo◦.

Y por encima de todo, la constancia: conservar la copia sellada con la fecha de entrada. Un
escrito registrado que nadie contesta es un hecho documentado. No se pide que el silencio dé
la razón: se deja constancia de que hubo silencio. «Por sus frutos los conoceréis» (0.5).

Las vías que ya han funcionado

Hechos. Frente a un impuesto o una actuación que se juzga abusiva, hay vías reales, con
resultados probados:

Los recursos ordinarios: el de reposición, ante el mismo órgano, en un mes; la
reclamación económico-administrativa; y el contencioso-administrativo, donde un juez
revisa la legalidad del acto.

Pedir al juez que pregunte al Constitucional. Ningún ciudadano puede plantear la
cuestión de inconstitucionalidad, pero sí pedírsela al juez de su litigio, y ha funcionado: la

plusvalía municipal se declaró nula dos veces por esta vía◦, con efectos solo hacia adelante
(5.1, n.º 9).

La forma que la ley obliga a cumplir. El Supremo fijó como doctrina que Hacienda
debe notificar en el domicilio designado, y anuló por ello una sanción de 20.000 euros,

además de declarar caducado el procedimiento por superar los seis meses◦.
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Una norma sin la ley que exige la Constitución. El Constitucional anuló un artículo
del reglamento sancionador de la Escuela de Policía que se aplicaba desde 1981 sin el

respaldo legal que exige el art. 25.1◦ (5.2).

La culpa no se presume por el cargo. Derivar la responsabilidad tributaria a un
administrador tiene naturaleza sancionadora: la Administración debe probar su culpa, de

forma concreta◦.

Defender un derecho no debe costar dinero. Cuando un consumidor gana en
apelación un litigio sobre una cláusula abusiva, el banco paga las costas: el Constitucional

vio que la regla anterior carecía de motivación adecuada◦, y el Supremo la corrigió en

pleno: «el consumidor debe quedar indemne económicamente»◦.

El plazo cuenta desde que se sabe. El Supremo reconoció el derecho a recuperar un
IVA que un proceso penal reveló indebido, contando el plazo desde que el contribuyente

supo que el pago era indebido◦. Y Hacienda no puede seguir por la vía penal una deuda ya

prescrita en la administrativa◦.

Contra un reglamento ilegal. El plazo de dos meses para recurrir un reglamento vence

pronto, pero cada acto nuevo que lo aplique abre un plazo nuevo: es el recurso indirecto◦.
Hace falta que la ilegalidad del reglamento tenga que ver con el acto recurrido: no cabe

impugnar la norma «en abstracto»◦. Si el juez lo estima, la cuestión de ilegalidad lleva la

norma al tribunal que puede anularla para todos◦. Las disposiciones nulas lo son sin plazo,
pero el ciudadano solo puede pedir de parte la revisión de los actos; la de las disposiciones

generales es de oficio◦: frente a un reglamento nulo, su vía fuerte sigue siendo el
recurso indirecto.

La responsabilidad personal, como es. Por el daño de un servicio público, el particular
reclama a la Administración, no al empleado; después, la Administración puede exigir a su

personal la responsabilidad por dolo o culpa grave, no por cualquier error◦. Para el error
judicial, primero una decisión que lo reconozca, pedida en tres meses al Supremo, y después

la reclamación al Ministerio de Justicia◦. Ninguna de estas vías es una fórmula mágica: son el
mapa de lo que el propio ordenamiento ya permite.

Defenderse juntos

Hechos. La ley permite acumular los recursos sobre un mismo acto o sobre actos

conectados◦; si hay muchos con idéntico objeto, el juez puede tramitar uno como pleito testigo

y suspender los demás◦; y en materia tributaria, quienes estén en idéntica situación pueden
pedir que se les extiendan los efectos de una sentencia firme en el plazo de un año◦. Ante un

juzgado unipersonal, el procurador es opcional◦. Y si se pierde del todo, el juez impone las

costas a quien recurrió, salvo serias dudas◦.
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Conclusión, lo que arrojan los datos: los cauces para defenderse en grupo ya existen. Lo
que falta es encontrar a quien tiene el mismo problema.

Lectura del autor (propuesta)

Lectura del autor (propuesta): el Registro servirá también para que las personas con
el mismo problema se encuentren y se defiendan juntas, pagando entre todas a uno o dos
abogados, con un coste que el autor sitúa en no más de 100 euros por persona, y siempre

con el consentimiento expreso de cada una para compartir su caso◦. Una inteligencia
artificial agruparía los casos con la misma motivación; cada persona depositaría 50 euros
al sumarse; reunido el grupo, se calcularía el coste real de los abogados y se repartiría; y
todos firmarían antes de empezar que, si se pierde, las costas se reparten entre todos. Es
un riesgo real, y por eso se dice desde el principio.

La respuesta probable de la Administración

Conocer la respuesta probable antes de presentar el escrito es parte de la buena fe. Estas son
las cinco, con lo que responde la obra.

1. «Si hay un procedimiento abierto, no es una petición.» La ley del derecho de

petición excluye lo que tiene un procedimiento específico◦ e inadmite las peticiones sobre

un procedimiento ya iniciado◦. La respuesta de la obra: la obra lo acepta: con un
procedimiento abierto, el escrito va dentro de él, como alegaciones o como solicitud del
expediente. Y si se inadmite por tener otro procedimiento, la ley obliga a decir cuál y ante
quién: la inadmisión «deberá indicar expresamente las disposiciones a cuyo amparo deba

sustanciarse, así como el órgano competente»◦. Además, el nombre que se dé al escrito no

lo invalida◦.

2. «El acto ya cita su norma, y basta una motivación sucinta.»◦ La respuesta de la
obra: no se pide un tratado: se pide la norma con su número y artículo, y la resolución
previa. Si existen, contestar cuesta una línea. Sucinta no es genérica. Y si no existen, el
silencio o la evasiva quedan registrados.

3. «Para darlo habría que reelaborar la información.»◦ La respuesta de la obra: lo
que se pide ya existe: el expediente, la norma, la resolución, la notificación y la identidad
de quien tramita. Y la inadmisión también debe motivarse.

4. «Si no contestamos, está desestimada, y puede recurrir.»◦ La respuesta

de la obra: el silencio no libera de resolver◦, y la resolución tardía se dicta «sin

vinculación alguna al sentido del silencio»◦. El silencio no da la razón a nadie: es un
hecho documentado.

5. «Una avalancha de escritos idénticos es abusiva.»◦ La respuesta de la obra: el
escrito exige hechos concretos del propio asunto: no es un formulario para enviar en
masa. Cuando el problema es de muchos, la vía es la colectiva que la ley ya prevé, la



17

acumulación y el pleito testigo. Cada ciudadano escribe sobre lo suyo; el Registro agrupa
los casos después.

10.5 El botiquín de escritos

La idea: el botiquín son los modelos de escrito listos para rellenar, cada uno
con sus artículos y sus plazos. Aquí, su índice y su regla; los doce modelos
completos, en el anexo D.

El botiquín son los modelos de escrito listos para rellenar, con sus artículos y sus plazos
(H.8). Son doce: el escrito de petición; la solicitud de acceso a la información pública; las
alegaciones y el recurso contra una multa o una sanción; el recurso contra una liquidación,
una providencia de apremio o un embargo de Hacienda; la reclamación por inactividad de la
Administración; la queja al Defensor del Pueblo; la constancia de no consentimiento; la
solicitud de acreditación de la competencia, de los hechos y de la motivación; la petición de
motivación extensa; el recordatorio de responsabilidad por falta de respuesta; la reclamación
de los intereses de demora que Hacienda debe al ciudadano; y la reclamación de
responsabilidad patrimonial. Cada uno lleva sus contrapuntos para replicar.

Notificada una denuncia de tráfico, hay veinte días naturales para alegar◦. Pagar en ese
plazo reduce la multa a la mitad, pero las alegaciones «se tendrán por no presentadas» y la

vía administrativa se agota◦: o se paga con la reducción, o se alega.

El recurso de reposición, en un mes, y otro mes para resolverlo◦. Recurrir no suspende por
sí solo, pero se puede pedir la suspensión, y si no se resuelve en un mes, «la ejecución del

acto impugnado se entenderá suspendida»◦.

La providencia de apremio tiene «la misma fuerza ejecutiva que la sentencia judicial»,

y solo admite cinco motivos de oposición◦. La reposición tributaria, en un mes, nunca
empeora la situación de quien recurre, y si lo recurrido es una sanción se suspende

sin garantía◦.

No se puede embargar el sueldo o la pensión que no exceda del salario mínimo◦.

Su regla. No aconseja dejar de pagar ni desobedecer: son los cauces que la propia ley
reconoce para defenderse. Y no se puede correr antes de gatear: pasar de un modelo a un
escrito real, con nombres y fechas, requiere su propia maduración y, si el asunto lo merece,
asistencia profesional. Por eso la obra no incluye ningún modelo para impugnar una
obligación fiscal concreta, como el IRPF.



18

10.6 El derecho a compensación

La idea: cuando alguien causa un daño injusto, la respuesta madura de un
sistema jurídico no es solo castigar: es compensar. La ley española ya obliga
a hacerlo cada vez más arriba: el particular, la Administración, la justicia, el
Tribunal Constitucional y el legislador. Cuanto más arriba, más estrecho es
el camino.

La compensación es lo que el sistema debe al ciudadano, y no puede pagarse con más deuda
contra el mismo ciudadano (9.1). Este apartado dice qué compensación ya reconoce la ley.

Hechos: cinco frentes.

1. Entre particulares. «El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa

o negligencia, está obligado a reparar el daño causado»◦. Es el único frente donde sigue
haciendo falta probar la culpa.

2. La Administración. El régimen de responsabilidad del Estado arranca de la Ley de

Expropiación Forzosa de 1954◦, veinticuatro años antes de la Constitución, que lo eleva a
su rango: «Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser
indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de

los servicios públicos»◦. Es responsabilidad objetiva: no hace falta que la Administración
se haya equivocado; basta que el funcionamiento de un servicio cause un daño que el
ciudadano no tenía el deber de soportar.

3. La justicia. «Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia
del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, darán derecho a una

indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley»◦.

4. El propio Tribunal Constitucional. «El Consejo de Ministros fijará el importe de las
indemnizaciones que proceda abonar cuando el Tribunal Constitucional haya declarado, a
instancia de parte interesada, la existencia de un funcionamiento anormal en la

tramitación de los recursos de amparo o de las cuestiones de inconstitucionalidad»◦.

5. Los productos digitales defectuosos. La Directiva (UE) 2024/2853, de 23 de octubre

de 2024, sustituye a la de 1985 con efectos desde el 9 de diciembre de 2026◦.

Y el legislador. La ley prevé también indemnizar los daños causados por una ley: por una
ley válida que causa un daño que no hay deber de soportar, por una ley después declarada

inconstitucional y por una norma contraria al Derecho de la Unión◦.
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Conclusión, lo que arrojan los datos: el principio de compensar el daño injusto alcanza
en la ley española a todos los niveles del poder, hasta el Tribunal Constitucional y el
legislador. Y en este frente concreto la ley pide más al Estado que a los particulares: responder
sin que nadie pruebe su culpa. No todas las asimetrías documentadas en esta obra juegan
contra el ciudadano, y esta es la prueba.

El camino estrecho. El derecho existe con letra clara, pero cuanto más arriba se aplica,
más estrecho es el camino real para ejercerlo: la reclamación por el funcionamiento anormal
de la justicia no es automática. El Supremo lo dijo así: «El simple incumplimiento de los
plazos procesales meramente aceleratorios constituye una irregularidad procesal que no

comporta, pues, por sí misma, una anormalidad funcional que genere responsabilidad»◦; hace
falta una tardanza que, vista la complejidad del caso, sea impropia de un Estado que

«propugna como uno de sus valores superiores la justicia»◦. Un análisis académico lo resume
en el título de su artículo: «un sistema notoriamente insatisfactorio» (fuente secundaria:
Alonso-Cuevillas, 2016). Pagar impuestos no da derecho a que el Estado resuelva cada
problema al instante; lo que da es derecho a reclamar cuando su justicia falla de forma
objetivamente anormal, aunque cobrarlo sea largo.

10.7 El deslinde

La idea: cuando el límite entre lo que corresponde al Estado y lo que
corresponde a la persona ya no se ve, se pide que se vuelva a marcar, con las
dos partes presentes. No es una acusación ni una demanda de derribo: es una
figura del Código Civil.

La figura

«Todo propietario tiene derecho a deslindar su propiedad, con citación de los dueños de los

predios colindantes»◦. No acusa a nadie de haber movido el mojón: pide que se vuelva a
marcar, con las dos partes presentes. Con dos matices que el mismo Código impone: quien vio
construir en su terreno «a su vista, ciencia y paciencia, sin oponerse» pierde el derecho a

exigir la demolición◦, pero esa tolerancia no le quita la propiedad: «los actos meramente

tolerados […] no afectan a la posesión»◦. Queda lo único que queda cuando hubo tolerancia
por ambas partes: marcar otra vez el límite y compensar lo tomado de más.
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Por qué esta y no otra

Pedir el título. El escrito de petición (10.4) no pide que nadie renuncie a su jurisdicción ni
reclama un contrato que no existe: pide que se enseñe el título. Es lo que el propio Derecho de
la Unión exige a la Unión: «la Unión actúa dentro de los límites de las competencias que le
atribuyen los Estados miembros […]. Toda competencia no atribuida a la Unión en los

Tratados corresponde a los Estados miembros»◦.

Conclusión, lo que arrojan los datos: cuando el Estado español se sienta abajo, frente a
la Unión, la regla escrita es que la competencia no se presume: se atribuye. Cuando se sienta

arriba, frente al ciudadano, sus actos «se presumirán válidos»◦ (5.2), y es el ciudadano quien
tiene que recurrir para que se le enseñe el título. La misma persona jurídica sostiene dos
doctrinas sobre el poder prestado, según la silla en que se siente. No hace falta llamarlo de
ningún modo: basta ponerlo en dos columnas.

Lo que no prueba. Esto prueba que el principio es convergente; no prueba que el Estado
esté sometido a él frente al ciudadano por su ley escrita. Frente a la Unión lo está, por escrito;
frente al ciudadano, las vías son más estrechas (10.4). Por eso lo que se pide es un deslinde,
no una condena.

La medida: el exceso que contamina el acto entero

El criterio no es que el derecho castigue sobrepasar, que sería obvio, sino algo más raro: sitios
donde el poder era legítimo, se ejerció más allá de su medida, y el exceso contamina el acto
entero, no solo la parte sobrante.

Hechos.

El abuso del derecho. «1. Los derechos deberán ejercitarse conforme a las exigencias de
la buena fe. 2. La Ley no ampara el abuso del derecho o el ejercicio antisocial del mismo.
Todo acto u omisión que […] sobrepase manifiestamente los límites normales del ejercicio
de un derecho, con daño para tercero, dará lugar a la correspondiente indemnización y a la
adopción de las medidas judiciales o administrativas que impidan la persistencia en el

abuso»◦. Define el mojón movido, cubre la omisión, ordena reparar y ordena el cese. Con
su cautela: la doctrina lo tiene por un remedio extraordinario, para casos notorios.

El fraude de ley: los actos realizados «al amparo del texto de una norma» que persiguen

un resultado prohibido no impiden aplicar la norma que se quiso eludir◦.

Una sola vara para los tres poderes. El Tribunal Constitucional aplica el mismo
juicio de proporcionalidad, idoneidad, necesidad y proporción en sentido estricto, a la

Administración◦, al legislador◦ y a los jueces◦.

La piedra que la ley no puede mover: el «contenido esencial» de los derechos◦, y la

«interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos»◦.
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Cuatro condiciones a la vez. La Carta de la Unión exige que toda limitación de un
derecho «deberá ser establecida por la ley» y «respetar el contenido esencial» de ese
derecho, y que, «dentro del respeto del principio de proporcionalidad», solo se introduzca
cuando sea necesaria y responda «efectivamente a objetivos de interés general reconocidos

por la Unión»◦. No son alternativas: se cumplen las cuatro o la limitación no vale. La
presunción de inocencia, también en lo administrativo, ya se vio en 5.2 y 7.5, n.º 3.

El techo dentro de la excepción: la legítima defensa exige «necesidad racional del

medio empleado»◦, y el estado de necesidad, «que el mal causado no sea mayor que el que

se trate de evitar»◦.

La tradición: «Maldito el que redujere el término de su prójimo. Y dirá todo el pueblo:

Amén»◦, entre las maldiciones del monte Ebal, junto a la de quien deshonra a sus padres y
la de quien pervierte el derecho del extranjero, del huérfano y de la viuda. Mover el límite
se juzga junto al abandono del más débil.

Los contraejemplos, dichos. Sin ellos esto sería una selección y no un patrón:

La accesión invertida. Quien construye de buena fe invadiendo en parte el suelo ajeno
puede acabar quedándose con lo invadido si lo construido vale mucho más: una doctrina

que el Supremo arranca en su sentencia de 31 de mayo de 1949◦. El título se lo da su
propio tamaño.

El poder, avalado sin matices. El Supremo desestimó a unos propietarios expropiados
en favor de un monopolio de distribución eléctrica: «el sistema de valoración se estructura
sobre el bien expropiado, no sobre la identidad del beneficiario ni la finalidad de

la expropiación»◦.

Un patrón con sus excepciones reconocidas es un patrón; sin ellas sería propaganda.

La medida del tiempo: la justicia tardía

Hechos. Varias normas, sin copiarse, coinciden en lo mismo: un derecho que no puede
ejercerse en un tiempo razonable deja de ser el derecho que promete ser.

La Declaración Universal pide igualdad ante la ley, un recurso efectivo y un tribunal en

igualdad de condiciones◦; la Carta de la Unión, la propiedad, la igualdad y la tutela judicial

efectiva◦; y el Convenio Europeo, el juicio en un plazo razonable y la propiedad◦.

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos condenó a Italia porque sus autoridades

tardaron demasiado en ejecutar el desalojo de unos ocupantes ilegales◦, y a Grecia, por no
actuar durante más de tres años frente a la ocupación de un hotel◦. El TEDH no ampara la
ocupación: condena la tardanza en devolver la propiedad a su dueño. Lo que no se ha
encontrado es una condena a España por este motivo.
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El Constitucional ha declarado que la simple demora en señalar un juicio puede vulnerar el

derecho a un proceso sin dilaciones indebidas◦, con una doctrina que viene de lejos: «los
Jueces y Tribunales deben cumplir su función jurisdiccional de garantizar la libertad, la
justicia y la seguridad con la rapidez que permita la duración normal de los procesos,
evitando dilaciones indebidas que quebranten la efectividad de la tutela» (STC 35/1994,
que la toma de la 223/1988). Con su matiz: ese derecho no se identifica con el mero

incumplimiento de los plazos procesales◦; la demora tiene que ser injustificada.

El Código Civil: el poseedor de mala fe abona los frutos percibidos y los que el poseedor

legítimo hubiera podido percibir◦, responde del deterioro◦ y no cobra las mejoras de lujo◦.

La ocupación, con su cifra. El Ministerio del Interior contabilizó 16.426 delitos de
usurpación y allanamiento de morada en 2024, un 7,4 % más que el año anterior y la tercera

cifra más alta de la serie◦. No es el fenómeno completo: quien deja de pagar la renta y no se
marcha es un asunto civil y no entra en esa estadística. Una fuente privada lo confirma desde
otro lado: Idealista detectó 23.010 viviendas puestas a la venta reconociendo una ocupación

en el tercer trimestre de 2025; en la ciudad de Girona, casi el 9 % de su oferta◦. El CGPJ mide
aparte los juicios verbales para recuperar una vivienda ocupada, una vía civil que solo pueden
usar la persona física propietaria o poseedora legítima, las entidades sin ánimo de lucro y las

entidades públicas de vivienda social◦; los delitos van por la vía penal. Cada categoría mide su
trozo; nadie mide el total. Y desde el 3 de abril de 2025, la usurpación y el allanamiento van

por juicio rápido, en el que el juicio oral se señala «dentro de los quince días siguientes»◦.

Conclusión, lo que arrojan los datos: no hay cifras falsificadas, sino una definición legal
estrecha que deja fuera una parte del problema: nadie tiene la cifra total, porque nadie la
mide de forma unificada. Es una laguna de medición, no un ocultamiento probado. Y el fallo
práctico está en el primer contacto, como en Torrejón de Ardoz (7.7, n.º 1).

La tensión, dicha sin elegir bando. Proteger a quien es vulnerable no vulnera la
igualdad: la Constitución obliga a los poderes públicos a que la libertad y la igualdad sean

«reales y efectivas»◦, y la protección frente a los desahucios de hogares vulnerables se ha

prorrogado hasta el 31 de diciembre de 2026◦. El problema real es otro: la buena fe se
presume por igual en quien la merece y en quien no (2.5), con la carga de probar la mala fe
siempre sobre el propietario, y no hay un mecanismo que le compense por el tiempo perdido
mientras el proceso avanza. No es que la ley trate al ocupante mejor que al propietario: la
letra dice lo contrario. Es que la justicia tardía, para quien la espera, se parece demasiado a
la injusticia.
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Lo que el sistema ya corrige, y lo que tarda

Hechos. El propio sistema, desde dentro, reconoce y corrige sus excesos cuando el
procedimiento se activa: el Constitucional declaró inconstitucional parte de lo decidido en el

estado de alarma de 2020◦ (7.2, n.º 9). Y la Unión obliga: el Tribunal de Justicia declaró en
2024 que las medidas españolas contra el abuso de la temporalidad en el empleo público no

se ajustan al Derecho de la Unión◦, y en 2026 lo repitió: llamar «indefinido no fijo» al

trabajador no elimina por sí solo el abuso◦. Una segunda sentencia, dos años después, porque
la primera corrección no bastó. Y la vivienda: la Constitución reconoce el derecho «a disfrutar
de una vivienda digna y adecuada» como principio rector, no como un derecho que se pueda

exigir directamente ante un juez◦.

La petición de deslinde

La petición es la forma pacífica del deslinde. Su texto: «Se hace constar […] que organismos
internacionales de derechos humanos han señalado en más de una ocasión que ciertas
actuaciones del Estado español no se ajustaban plenamente a los estándares que el propio
Estado suscribió. Se solicita, en los términos del derecho de petición […], que se explique y
motive esa distancia allí donde exista, y que se corrija donde proceda. Esta solicitud no
cuestiona la legitimidad del sistema en su conjunto, ni invoca ningún precedente de ruptura».
Y termina como todos los escritos de la obra: con la buena fe declarada, la disposición a
rectificar y «Por sus frutos los conoceréis. Y corregir lo que se debe corregir también es un
buen fruto».

Por qué no lleva ejemplos de derrumbes. Una versión anterior ponía, antes de la
petición, la caída del Muro de Berlín y la de Roma. Se corrigió: un ejemplo de derrocamiento
justo antes de una petición pacífica la convierte, por su sola posición, en una amenaza velada.
En su lugar, los pueblos que corrigieron el poder sin destruir la forma que lo sostenía (7.5
y 9.2). Ninguno espera al colapso: todos actúan con el poder todavía en pie, pidiendo que
se corrija.

Lo que es y lo que no es. Es una plantilla de principios, no un escrito con nombres y fechas
listo para presentar; su traslado a un caso real requiere adaptarla y, si el asunto lo merece,
asistencia profesional. No sustituye ningún cauce jurídico: es un documento de naturaleza
política y moral, no procesal.

La respuesta probable de la Administración
1. «La petición es genérica, y no va al órgano competente.» Una petición dirigida al

Estado en general puede inadmitirse por ser ajena a las atribuciones de quien la recibe◦. La
respuesta de la obra: la obra lo acepta: la plantilla es de principios, y para presentarla hay
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que concretar un punto y dirigirlo a quien corresponde. Si se inadmite porque tiene otro

procedimiento, la ley obliga a decir cuál y ante quién◦. Por eso el pliego de cargos va
institución por institución (11.3).

2. «El sistema ya se corrige solo.» El Constitucional anula lo que no se ajusta: no hace
falta pedir lo que el sistema ya hace. La respuesta de la obra: lo reconoce con esas mismas
palabras: el sistema corrige sus excesos cuando el procedimiento se activa. Pero la
corrección llega tarde o se queda a medias: el estado de alarma se juzgó cuando ya se había
aplicado, y el Tribunal de Justicia tuvo que dictar una segunda sentencia sobre la
temporalidad porque la primera corrección no funcionó.

3. «Las recomendaciones internacionales no obligan.» La respuesta de la obra: la
petición no pretende que obliguen: pide que se explique la distancia y que se corrija donde
proceda. Las sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y del Tribunal de
Justicia de la Unión sí obligan. Y la Constitución manda interpretar los derechos conforme

a los tratados ratificados por España◦.

4. «La ocupación se mide, y hay una vía rápida.» Interior publica los delitos de
usurpación y allanamiento, y desde 2018 hay un juicio rápido para recuperar la vivienda.
La respuesta de la obra: la obra usa esas mismas cifras. Pero la definición legal deja fuera
a quien deja de pagar y no se marcha, la vía de 2018 solo protege a algunos propietarios, y
el fallo práctico está en el primer contacto.

5. «La vivienda social es competencia de las comunidades autónomas.»◦ La
respuesta de la obra: la Constitución encarga la vivienda a «los poderes públicos» en
conjunto: el reparto de competencias no reparte la responsabilidad hasta hacerla
desaparecer. Y el deslinde se pide con las dos partes presentes: cada Administración, por
lo suyo.

10.8 El Registro de los frutos

La idea: el Registro de los frutos es el archivo público que la obra propone:
cada ciudadano dejará constancia de sus escritos al Estado y de la respuesta o
el silencio, y todo converge en un juicio popular de la verdad. Hoy es una
propuesta, no un archivo en marcha.

Hechos. La propia Constitución reconoce que el pueblo participa en la justicia: «Los
ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia
mediante la institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que

la ley determine, así como en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales»◦. La ley
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reconoce tribunales de la costumbre que siguen funcionando, como el Tribunal de las Aguas

de la Vega Valenciana◦ (1.5). La petición puede ser colectiva, firmada por todos◦, y los

tribunales pueden juzgar un caso testigo y extender sus efectos a otros iguales◦.

Conclusión, lo que arrojan los datos: dentro de la jurisdicción del Estado, con sus reglas
y sus tribunales, el sistema juega con ventaja: el Constitucional admitió en 2025 59 de 9.089
recursos de amparo (5.1, n.º 19). Pero la ley ya reconoce otras puertas: el jurado, la
costumbre, la petición colectiva y el caso testigo.

Lectura del autor (propuesta)

Lectura del autor (propuesta): el plan tiene tres pasos, y los tres convergen en un
juicio popular de la verdad:

1. El Registro de los frutos, archivo público. Cada ciudadano dejará constancia de sus
escritos al Estado, con los modelos del botiquín (10.5), y de la respuesta o el silencio, con
un código para que cualquiera lo compruebe. Sus datos personales solo se publicarán si
lo autoriza.

2. El juicio popular de la verdad, un tribunal de opinión, sin carácter oficial y sin fuerza
legal, que lo declara desde el principio. Un jurado elegido por sorteo, con todas las
generaciones representadas, juzga al Estado acusación por acusación, institución por
institución, y nunca a personas con nombre; cada voto se razona por escrito y es público,
nadie juzga donde tiene interés, la institución puede recusar y a nadie se le examinan las
ideas. Se explica en 11.1.

3. Los fondos voluntarios, a través del Registro y de una asociación con cuentas públicas,
para organizar el juicio y para una defensa preventiva que estudie cada caso con abogado y
derecho real, sin prometer pagar multas ni embargos.

Lectura del autor

Lectura del autor: no se busca vencer al Estado en su laberinto, sino exponer a la vista
de todos si está alineado con las leyes superiores o con el padre de la mentira, e invitarle a
metamorfosearse. La verdad no necesita su permiso para ser verdad.

10.9 La brújula

La idea: las puertas de este capítulo sirven para pedir al Estado; esta sirve
para mirarse uno. Tres preguntas: cómo te hace sentir vivir en este árbol,
cómo lo vive el otro y a qué das tu consentimiento. Lo que uno siente es una
señal, no una prueba, y se lee junto a los frutos. La respuesta no es dato de la
obra: es tuya.
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Por qué aquí. Las puertas anteriores miran hacia fuera: compensar, pedir con constancia
escrita, deslindar, dejar constancia. Pero la obra ha dicho desde el principio que la vara se
aplica a los dos lados (0.5) y que las cosas se evalúan en público mientras las personas se
miran en privado (anexo J). Esta última puerta es la de dentro: la brújula, que viene dada,
porque la conciencia no se inventa, se recibe (2.4), y que el propio anexo deja anunciada para
aquí (J.1).

Los dos árboles. El autor lo dibuja así, y el anexo J lo desarrolla: de lo que se recibe, la ley
de Dios y la ley natural, crece un árbol recto; de lo que se siembra, la costumbre y la ley
escrita, crece otro, que se tuerce cuando se corta de lo recibido o se pone por encima. Los
capítulos 5 a 9 han medido, con sus frutos, hacia cuál de los dos se inclina el Estado que
tenemos (9.1).

Las tres preguntas. Son del autor, y la obra las deja a quien lee:

1. ¿Cómo te hace sentir vivir en este árbol? Y, puesto al lado, ¿cómo te haría sentir
vivir en el otro?

2. ¿Cómo lo vive el otro? El otro no es ni más ni menos que otro tú: la misma justicia que
quieres para ti es la que se le debe (0.5, la reciprocidad; 3.2). Es la pregunta que impide
que la brújula se quede en el egoísmo.

3. ¿A qué das tu consentimiento? Qué quieres sentir tú, y a qué consientes para que la
realidad en que vives sea fiel a eso. Es la pregunta de fondo: la presunción es
consentimiento sin información (cargo 3; cargo 11), y la obra ha dado la información, con
su fuente, para que el consentimiento pueda ser de verdad, como el del paciente al que el
médico explica antes de tocar (10.3).

Cómo se lee la brújula. La brújula se confirma con el corazón. Cada uno la llama según su
nivel de endurecimiento y de desconexión: a quien el sistema ha endurecido, dicho en llano, le
vale «el resentir»; y, más llano todavía, «cómo te hace sentir». Lo que uno siente es una señal,
no una prueba: se puede estar acostumbrado, porque la repetición crea costumbre (4.4), o
engañado. Por eso la brújula funciona con dos lecturas a la vez: lo que dicen los frutos, con su
fuente, y lo que uno siente. Si no coinciden, esa diferencia ya es información.

Lectura del autor

Lectura del autor: los distintos nombres de la brújula, el corazón, el resentir, cómo te
hace sentir, son niveles de percepción, y señalan el daño colateral del sistema en cada
uno. Uno se endurece como quien se pone una armadura: ante la incertidumbre de qué es
verdad y qué es real, es una postura legítima de autodefensa. Ante el peligro extremo, el
miedo deja pocas salidas, como en la naturaleza: plantar cara, huir o hacerse el muerto. El
llamamiento del capítulo 11 habla a los tres, y sobre todo al tercero: llegará el día en que
los justos resuciten (11.6). Y las preguntas de espejo que el autor se hace, y deja: ¿qué
semilla estás cultivando y qué árbol estás creando (J.1)?, ¿qué has hecho con tu vida?,
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¿eres feliz?, ¿estás orgulloso de ti?, ¿hacia dónde apunta, por repetición, lo que haces:
hacia la verdad o hacia la mentira? Ahora que nadie te mira y ves tu reflejo interior, la
pregunta que surge: ¿cuáles serán tus frutos? ¿Qué vas a hacer tú? Sirven para la
autoobservación y el diálogo con uno mismo, en todos los rangos y en todas las
situaciones; y valen igual para quien manda, porque el que corrige se mira primero (10.3).

Lo que la brújula no es. No es un dato de la obra ni se mide: el dial mide cosas, nunca
personas (anexo J), y el juicio juzga instituciones (capítulo 11). La respuesta es de cada uno, y
nadie tiene que dársela a nadie. El capítulo 11 vuelve a ella en el llamamiento (11.6).

Límite honesto de la prueba

Las propuestas son del autor. Lo que va marcado como propuesta (el control con
jubilados, el diezmo, los jurados por generaciones, el consejo con avales, la defensa en
grupo, el Registro y el juicio popular) no está probado por los datos: es lo que el autor
propone, y su cálculo, como el de la transición del diezmo, está pendiente.

Las vías legales son estrechas. Los derechos a compensar existen con letra clara, pero
el camino para ejercerlos es largo, y más cuanto más arriba se aplica.

El deslinde prueba una convergencia, no una obligación. El Estado está sometido
por escrito al principio de atribución frente a la Unión, no frente al ciudadano.

Lo que no se ha leído en su fuente no entra. No entran la historia antigua de la
compensación (las leyes hititas, la Lex Aquilia), los tribunales de opinión de la historia,
varias frases de autores y de organismos, ni las cifras de vivienda social (libreta de
flecos, 05).

Los modelos son orientativos. No son asesoramiento para un caso concreto.

La brújula no es una prueba. Lo que uno siente es una señal; la obra no la mide ni
la registra.

Cada concesión se discute, con su defensa y sus contrapuntos, en el juicio (capítulo 11).

Dónde se oye la defensa del Estado

Las objeciones a las propuestas y la respuesta probable de la Administración a sus escritos se
han oído aquí, junto a cada puerta: en 10.2 (el control por jubilados, el diezmo, la
recuperación sin condena y el jurado), en 10.3 (los avales, remitidos a 2.4), en 10.4 (las cinco
respuestas al escrito de petición) y en 10.7 (las cinco a la petición de deslinde). Lo que el
Estado defiende de sí mismo va al juicio: como cuestión previa (11.2), en su cargo (11.3) o
frente al dictamen (11.4).
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Para recordar

Los textos que mandan obedecer ponen la condición en el mismo sitio: la autoridad es
para el bien de quien obedece.

No se reclama un Estado nuevo: se invita al que hay a metamorfosearse.

Corregir sin vengarse: por acto y con fuente, nunca por colectivo; sin arrancar el trigo con
la cizaña; y quien corrige, como el médico, necesita consentimiento, buscar el bien del
corregido, la medida justa y un rumbo.

La pregunta: «¿Me puede explicar qué es lo que le legitima para solicitarme esto?». Por
escrito, y conservando la copia sellada.

La ley ya obliga a compensar el daño injusto, cada vez más arriba; cuanto más arriba, más
estrecho el camino.

El deslinde: volver a marcar el límite, con las dos partes presentes. No es una acusación.

Todo converge en el Registro de los frutos y en el juicio popular de la verdad.

La brújula: cómo te hace sentir vivir en este árbol, cómo lo vive el otro, a qué das tu
consentimiento. Señal, no prueba; se lee junto a los frutos.

Lo siguiente: la defensa del Estado, reunida y respondida cargo por cargo en el juicio
popular de la verdad, y el llamamiento (capítulo 11).
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